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RESUMEN: El desarrollo normativo de los modelos autonémicos de participacién
ciudadana es una experiencia reciente en el Estado de las Autonomias. Coincidiendo en
el tiempo con las Gltimas reformas estatutarias y el impulso a nuevos desarrollos democré-
ticos, la Comunidad Valenciana y Canarias se convirtieron en los primeros territorios en
aprobar leyes de participacién ciudadana. El presente estudio aborda dichas normas en
su contexto estatutario, por referencia a otras Comunidades Auténomas y experiencias de
derecho comparado, y en virtud del modelo definitivamente adoptado, contraponiendo
sus elementos y abordando sus debilidades y virtudes.
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ABSTRACT: The normative development of the autonomous models of civil partici-
pation is a recent experience in the State of the Autonomies. Coinciding with the time
with the last statutory reforms and the impulse to new democratic developments, the
Valencian Community and Canaries turned into the ferritories first in approving laws of
civil participation. The present study approaches the above mentioned procedure in his
statutory context, for reference to other Autonomous Communities and experiences of
compared right, and by virtue of the definitively adopted model, opposing his elements
and approaching his weaknesses and virtues.
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I. EL MARCO ESTATUTARIO DE REFERENCIA

Las referencias a las cuestiones democrdticas no han sido infrecuentes en los
Estatutos de Autonomia, antes y después de la Gltima oleada de reformas estatuta-
rias. Por un lado, debido a una tendencia presente desde los origenes por configurar
una minima «parte dogmdtica», con objetivos y postulados normativos indisponibles
para los poderes autonémicos, entre los que se encontraba de modo privilegiado el
principio democrdtico, derivado, como es perceptible a simple vista, de la concesién
de autonomia politica y capacidad de autogobierno a estos entes territoriales (1),
y con especificas menciones a derechos y principios vinculados al concepto de
democracia, definiendo la condicién politica de ciudadano o ciudadana de la res-
pectiva comunidad y enfatizando el elemento relativo a la participacién politica (2).
Lligado a estos contenidos, destaca asimismo la referencia a la cldusula del 9.2
CE, de vocacién transformadora y dinamizadora de la realidad social (3), aunque
sin afiadir confenidos que no estuvieran ya en la Constitucién.

(1) Ello junto a la reiteracién de derechos y principios ya previstos en la Constitucién, efectuando
en bastantes ocasiones una simple remisién a la Carta Magna bajo la técnica de considerar que la
ciudadania de esa determinada Comunidad Auténoma ostenta los derechos y libertades proclamados
en la Constitucién. En tal sentido, las Comunidades que serdn objeto prioritario de estudio en esta
contribucién: el art. 5 Estatuto canario y el art. 2 Estatuto de la Comunidad valenciana. Asimismo, el
art. 7.1 del Estatuto de la Comunidad de Madrid; art. 11 Estatuto andaluz; art. 6 Estatuto aragonés;
art. 5.1 Estatuto cantabro; art. 4.1 Estatuto Castilla-La Mancha; art. 8.1 Estatuto de Castilla y Leén; art.
8.1 Estatuto cataldn; art. 5.1 Estatuto de Ceuta; art. 5.1 Estatuto de Melilla; art. 6 Estatuto navarro;
art. 6.1 Estatuto extremefio; art. 4.1 Estatuto gallego; art. 7.1 Estatuto de La Rioja; art. 9.1 Estatuto
del Pais Vasco; art. 9.1 Estatuto asturiano; art. 9.1 Estatuto de la Comunidad de Madrid. Sefialaba,
de ofra parte, el Estatuto andaluz que esta norma aspira a hacer realidad los principios de libertad,
igualdad y justicia para todos los andaluces. Con mayor énfasis, incluso, el Estatuto de la Comunidad
de Madrid, cuyo articulo 1.3 dispone que la Comunidad, al facilitar la més plena participacién de los
ciudadanos en la vida politica, econdmica, social y cultural, aspira a hacer realidad los principios de
libertad, igualdad y justicia para todos los madrilefios, de conformidad con el principio de solidaridad
entre nacionalidades y regiones. De modo similar, la regulacién efectuada por el art. 1.3 Estatuto de
La Rioja. Se les suman, finalmente, ciertas singularidades culturales y referencias a los ciudadanos de
la Comunidad en el exterior, menciones a los derechos lingiisticos, o especificos objetivos basicos
relativos, en general, al progreso socio-econémico de la Comunidad de referencia.

(2) Art. 4 del Estatuto canario y art. 4 del Estatuto valenciano en el que, asimismo, sefiala
el art. 1.3 como especifico objetivo de la Comunidad valenciana, el refuerzo de la democracia y
la garantia de la participacién de los ciudadanos en la realizacién de sus fines. En ofras normas
estatutarias el art. 8 Estatuto Andaluz; art. 5 Estatuto aragonés; art. 4 Estatuto cdntabro; art. 3 Estatuto
Castilla-La Mancha; art. 6 Estatuto de Castilla y Ledn; art. 6 Estatuto cataldn; art. 4.1 y 2 Estatuto de
Ceuta; art. 4.1y 2 Estatuto de Melilla; art. 7.2 y 3 Estatuto de Madrid; art. 5 Estatuto navarro;; art.
3.1 y 2 Estatuto extremefio; art. 6 Estatuto balear; art. 6.1 y 2 Estatuto de La Rioja; art. 7 Estatuto
del Pais Vasco; art. 7 Estatuto asturiano; art. 6 Estatuto de la Comunidad de Murcia.

(3) Art. 12.1. Estatuto andaluz; art. 6.2.a) Estatuto aragonés; art. 5.2 Estatuto cantabro; art.
4.2 Estatuto Castilla-la Mancha; art. 8.2 Estatuto de Castilla y Leén; art. 8.2 Estatuto cataldn; art. 7.4
Estatuto de Madrid; art. 2 Estatuto de la Comunidad valenciana; art. 4.2 Estatuto gallego; art.
7.2 Estatuto de La Rioja; art. 9.2.d) Estatuto de La Rioja; art. 9.2.d) Estatuto asturiano; art. 9.2.b)
Estatuto de la Comunidad de Murcia.
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Asi pues, los derechos no estén ausentes de las intenciones que guiaron a los
legisladores estatutarios en la elaboracién de sus normas institucionales bésicas;
y no lo estdn sobre todo cuando se ligan al ejercicio bésico del autogobierno,
como ocurre con la democracia representativa en el dmbito autonémico.

Tras este primer marco puntual y poco ambicioso de derechos estatuta-
rios, la dindmica de las Gltimas reformas estatutarias, lideradas por el Estatuto
cataldn, ha hecho emerger como es bien sabido el interés por los «derechos
y principios autonémicos». Lo cual se debe, ya no sélo al incremento del
bloque competencial autonémico, con la consecuente actividad normativa de
desarrollo y aplicacién del mismo, sino también a la voluntad de refuerzo sim-
bélico, integrador e identitario de la misma autonomia. Refuerzo que supone
una actualizacién de mandatos constitucionales al tiempo que un modo de
articular en forma de contenido indisponible para el poder piblico, determi-
nadas premisas normativas. Y en concreto, puede concluirse que los Estatutos
de nueva generacién impulsados desde el afio 2006 han querido reforzar su
parte dogmdtica atendiendo, entre ofros aspectos, a las cuestiones ligadas a
la participacién ciudadana (4).

Ello no obstante, cabe advertir una circunstancia singular. Ni el Estatuto valen-
ciano —reformado en 2006 —, ni el Estatuto canario —su reforma se intentd, pero
el proyecto fue finalmente retirado en el mismo afio (5)—, destacan por ser de los
mds incisivos en materia de democracia participativa. Y sin embargo, fueron las
dos Comunidades Auténomas que primero dictaron leyes de participacién ciuda-
dana: la Ley 11/2008, de 3 de julio de 2008, de la Generdlitat, de Participacién
Ciudadana de la Comunitat Valenciana (6), que fue seguido del Plan Director de
Ciudadania 2008-2011), y la Ley 5/2010, de 21 de junio, Canaria de Fomento
a la Participacién Ciuvdadana) (7), como posteriormente analizaremos.

(4) Vid. Pérez AigerDl (2008 a).

(5) En la tramitacién del texto puede destacarse la retirada y posterior vuelta a la ponencia
del PSOE, influyendo definitivamente la crisis del Gobierno canario de 2005, del que desaparece
el PP. Respecto al contenido, el proyecto poseia una importante influencia del Estatuto cataldn, con
la singularidad de carecer de una tabla elaborada de derechos y principios.

(6) Fue la primera norma en ser aprobada en este dmbito, sefialando la misma que su finalidad
es «impulsar la participacién de los ciudadanos y ciudadanas en los asuntos piblicos, la garantia de
su derecho a la informacién, el fortalecimiento del tejido asociativo, la implicacién ciudadana en la
formulacién y evaluacién de las politicas publicas, asi como impulsar la generacién de cultura y hébitos
participativos entre la ciudadania». Su desarrollo reglamentario tuvo lugar mediante Decreto 76/2009,
de 5 de junio, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo y ejecucién de la Ley
11/2008, de 3 de julio, de la Generadlitat, de Participacién Ciudadana de la Comunitat Valenciana
(DOCV de 9 de junio de 2009), y Decreto 223/2007, de 9 de noviembre, del Consell, por el que se
crea el Consejo de Civdadania de la Comunitat Valenciana (DOCV de 13 de noviembre de 2007).

(7) Respecto a su orientacién, incide en la vertiente «promocional» y de «fomento» de la
democracia participativa, enfocédndose bdsicamente desde la idea de «promover la participacién,
individual o colectiva, de los canarios y de aquellas personas que, con independencia de su nacio-
nalidad, residan en la Comunidad Auténoma en los asuntos publicos», procediendo en consecuencia
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Partiendo de los textos que estén actualmente vigentes, y dejando al margen
otros Estatutos (8), puede decirse que el texto canario no aprobado destacaba
por sus contenidos democrdticos, antes incluso que el valenciano.

a «el fortalecimiento del tejido asociativo, la implicacién ciudadana en la formulacién y evaluacién
de las politicas publicas y el impulso de hébitos participativos entre la ciudadania». Por lo demds,
el Gobierno canario anuncié la elaboracién del Reglamento de la Ley 5/2010 canaria de Fomento
de la Participacién Ciudadana, asi como una futura Ley Canaria de Transparencia y acceso de la
ciudadania a la informacién piblica, que vendria a completar la norma actualmente vigente, en la
linea, por lo demds, de otras Comunidades Auténomas, como la Navarra.

(8) Destacamos, por los contenidos ligados a la democracia participativa, los Estatutos cataldn,
andaluz y aragonés. Asi, por el detallismo que empleq, el Estatuto de Catalufia (LO 6/2006, de 19
de julio) dispone en su art. 29.1 que «los ciudadanos de Catalufia tienen derecho a participar en
condiciones de igualdad en los asuntos publicos de Cataluia, de forma directa o bien a través de
representantes, en los supuestos y en los términos que establecen el presente Estatuto y las leyes».
Mientras que el art. 43.1 y 2 articula un mandato dirigido a las autoridades pdblicas segin el cual
«1. Los poderes publicos deben promover la participacién social en la elaboracién, prestacién y
evaluacién de las politicas publicas, asi como la participacién individual y asociativa en los dmbitos
civico, social, cultural, econémico y politico, con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre
iniciativa y autonomia. 2. los poderes publicos deben facilitar la participacién y representacién ciu-
dadanas y politicas, con especial atencién a las zonas menos pobladas del territorio». Finalmente,
su art. 122 sefalaria que «Corresponde a la Generadlitat la competencia exclusiva para el estable-
cimiento del régimen juridico, las modalidades, el procedimiento, la realizacién y la convocatoria
por la propia Generalitat o por los entes locales, en el émbito de sus competencias, de encuestas,
audiencias publicas, foros de participacién y cualquier ofro instrumento de consulta popular, con
excepcién de lo previsto en el art. 139.1.32 de la Constitucién». Y es que el legislador estatutario,
con esta «doble» previsién (participacién ciudadana a través de procesos, y consultas populares),
parece evidenciar esta regulacién diferenciada y separada que después le ha sido caracteristica,
como veremos en el epigrafe siguiente. Por su parte, el Estatuto andaluz (LO 2/2007, de 19 de
marzo) acoge la participacién ciudadana como objetivo bdsico de la Comunidad (art. 10.1), con
una literalidad que recuerda pero va més alld, del art. 9.2 CE: «la Comunidad Auténoma de Anda-
lucia promoverd las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en
que se integra sean reales y efectivas; removerd los obstdculos que impidan o dificulten su plenitud
y fomentard la calidad de la democracia facilitando la participacién de todos los andaluces en la
vida politica, econdmica, cultural y social. A tales efectos, se adoptard todas las medidas de accién
positiva que resulten necesarias». Y se dispone a continuacién que para ello, Andalucia ejerce sus
poderes con los siguientes objetivos bdsicos, entre ellos, el n° 19: «La participacién civdadana en la
elaboracién, prestacién y evaluacién de las politicas publicas, asi como la participacién individual
y asociada en los dmbitos civico, social, cultural, econémico y politico, en aras de una democracia
social avanzada y participativax (art. 10.3.19°). Se refiere al derecho de participacién politica desde
diversos dmbitos en el art. 30, aludiendo a la democracia representativa —letra a)—, a la directa
—letra ¢)—, al derecho de peticién —letra d)—, y a lo que es propiamente democracia participa-
tiva en las letras b) y e). En el primer caso, en el dmbito parlamentario: «El derecho a promover y
presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de Andalucia y a participar en la elaboracién
de las leyes, directamente o por medio de entidades asociativas, en los términos que establezca el
Reglamento del Parlamento». Pareciendo que en el segundo de los supuestos pretende referirse a
la participacién en el dmbito gubernativo: «El derecho a participar activamente en la vida piblica
andaluza para lo cual se establecerdn los mecanismos necesarios de informacién, comunicacién y
recepcién de propuestas». Y finalmente lo concibe como principio rector de las politicas pdblicas al
aludir en el art. 37, al deber para los poderes autonémicos de garantizar y asegurar los derechos
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El proyecto de Estatuto canario reiteraba el art. 9.2 de la Constitucién en
su art. 7, con cierta diferencia al aludir al fomento de la calidad de la demo-
cracia, «facilitando la participacién de todos los canarios en la vida politica,
econdmica, cultural y social», para afiadir a continuacién como objetivo bdsico
de la Comunidad «la participacién ciudadana, en aras de una democracia
avanzada y participativa». Un contenido del que se puede decir que evocaba en
cierto modo el Predmbulo de la Constitucién. Ello a su vez acompafado de un
principio rector de las politicas piblicas canarias relativo al «fortalecimiento de
la sociedad civil y el fomento del asociacionismo» (art. 9). Pero quizd el precepto
mds incisivo es, sin lugar a dudas, el art. 12, cuyo tenor literal es claramente
alusivo a la democracia participativa, aunque mezclandose con la directa, el
&mbito parlamentario con el gubernativo, e igualmente con el derecho a una
buena administracién. En efecto, sefiala que: «Los poderes pdblicos promoverdn
la participacién civdadana en la elaboracién, la gestién y la evaluacién de las
politicas publicas. En particular, se promoverd la participacién civdadana en los
procesos y consultas electorales, en las iniciativas parlamentarias, asi como en
el resto de sus dmbitos de actuacién [....]». El precepto continia en su pdrrafo
segundo disponiendo que «los poderes publicos velardn para que, en las cam-
pafias institucionales que se organicen con ocasién de procesos electorales o
consultas populares, se promueva la participacién civdadana mediante una
informacién y comunicacién veraz, objetiva, neutral y respetuosa con el plura-

—entre ellos los citados en el dmbito de la democracia—, y a alcanzar los objetivos del art. 10
mediante la aplicacién de diversos principios entre los que se encuentran «El fortalecimiento de la
sociedad civil y el fomento del asociacionismo». De otra parte, con una dindmica parecida al caso
cataldn, dispone en su art. 78 que «Corresponde a la Junta de Andalucia la competencia exclusiva
para el establecimiento del régimen juridico, las modalidades, el procedimiento, la realizacién y la
convocatoria por ella misma o por los entes locales en el dmbito de sus competencias de encuestas,
audiencias publicas, foros de participacién y cualquier ofro instrumento de consulta popular, con
la excepcién del referéndums. Finalmente, El Estatuto aragonés (LO 5/2007, de 20 de abril) no
ha sido tampoco parco en la regulacién, aunque no llega a concretarse la referencia a «procesos
participativos». En tal sentido, el art. 15.1 ha pretendido configurar un derecho de participacién
civdadana al disponer que «Los aragoneses tienen derecho a participar en condiciones de igualdad
en los asuntos publicos, en los términos que establecen la Constitucién, este Estatuto y las leyes»). Y
los arts. 20.a), 15.3 y 11.3, por su parte, articulan la participacién ciudadana en forma de mandato
dirigido a los poderes piblicos: «Corresponde a los poderes publicos aragoneses, sin perjuicio de la
accién estatal y dentro del émbito de sus respectivas competencias: a)... facilitar la participacién de
todos los aragoneses en la vida politica, econémica, cultural y social» (20.a); «Los poderes piblicos
aragoneses promoverdn las medidas necesarias para garantizar de forma efectiva el ejercicio de
estos derechos» (art. 15.3); «los poderes piblicos aragoneses promoverdn las medidas necesarias
para garantizar de forma efectiva el ejercicio de estos derechos» (art. 11.3). Finalmente, el art. 71.27
se refiere a las consultas populares como competencia exclusiva de la Comunidad, comprendiendo
«el establecimiento del régimen juridico, las modalidades, el procedimiento, la realizacién y la
convocatoria por la Comunidad Auténoma o por los entes locales en el dmbito de sus competencias
de encuestas, audiencias publicas, foros de participacién y cualquier ofro instrumento de consulta
popular, con excepcién de la regulacién del referéndum y de lo previsto en el art. 149.1.32 de la
Constitucién». De nuevo surge, en este punto, la aproximacién al modelo catalén y andaluz.
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lismo de las distintas opciones que participen en el proceso». Y es, ademds, el
Unico Estatuto que llevaba a cabo una reserva de ley en materia de consultas
populares y democracia participativa, pues en el mismo articulo in fine se dice
que: «Una ley del Parlamento de Canarias regularé las consultas populares y
los procesos de participacién ciudadanas.

Frente a este proyecto, el vigente Estatuto canario (Ley Orgdnica 10/1982,
de 10 de agosto), se limita a sefalar en el art. 1, segundo parrafo que «la
Comunidad Auténoma de Canarias, a través de sus instituciones democrdticas,
asume como farea suprema la defensa de los intereses canarios, la solidaridad
entre todos cuantos integran el pueblo canario, del que emanan sus poderes,
el desarrollo equilibrado de las Islas y la cooperacién con otros pueblos, en el
marco constitucional y estatutario». Y el art. 4 se centra en los derechos politicos
para sefalar lo siguiente: «1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la
condicién politica de canarios los ciudadanos esparioles que, de acuerdo con
las Leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de
los municipios de Canarias. 2. Como canarios, gozan de los derechos politicos
definidos en este Estatuto los ciudadanos esparioles residentes en el extranjero
que hayan tenido la dltima vecindad administrativa en Canarias y acrediten esta
condicién en el correspondiente Consulado de Espafia. Gozardn también de estos
derechos sus descendientes inscritos como espafioles, si asi lo solicitan, en la forma
que determine la ley del Estado». Mds allé de dichas previsiones, desarrolladas
algunas con posterioridad (electores y elegibles, iniciativa legislativa popular,
competencia en materia de consultas populares en el dmbito de Canarias, de
conformidad con lo que disponga la Ley a la que se refiere el articulo 92.3 de la
Constitucién y demds leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorizacién de
su convocatoria), no existen posteriores menciones a la democracia participativa.
Pero a pesar de ello, Canarias parece que quiso hacer realidad pronunciamientos
no definitivamente aprobados, pues fue pionera junto a la Comunidad Valenciana,
respecto a la préctica autonédmica de dictar leyes de participacién ciudadana.

Algo més parco es, sin lugar a dudas, el nuevo Estatuto valenciano (Ley
Orgdnica 1/2006, de 10 de abril). Su art. 9.4 consagra el «derecho» de parti-
cipacién individual o colectiva, en la vida politica, econdmica, cultural y social de
la Comunitat Valenciana, a todos los valencianos y valencianas; y ello al tiempo
que se acoge a continuacién un principio rector dirigido a la Generalitat para que
promueva la participacién de los agentes sociales y del conjunto de la sociedad
civil en los asuntos publicos. De ofra parte, en el Titulo Primero, el art. 1.2 dispone
que «La Comunitat Valenciana es la expresién de la voluntad democrdtica y del
derecho de autogobierno del Pueblo Valenciano {...)», lo que ha de combinarse
con lo previsto en su pdrrafo 3° cuando se sefiala que «La Comunitat Valenciana
tiene como objetivo la consecucién del autogobierno en los términos de este Esta-
tuto, reforzar la democracia y garantizar la participacién de todos los ciudadanos
en la realizacién de sus fines». Y en lo que atafe a las consultas populares, se
sefala que «El Presidente de la Generalitat podrdé proponer, de acuerdo con lo
que determine la legislacién del Estado, la celebracién de consultas populares
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en el émbito de la Comunidad Valenciana, sobre cuestiones de interés general
en materias autonémicas o locales». Se trata, en este caso, de una perspectiva
diferente a la catalana, la andaluza, la aragonesa, e incluso la canaria.

Este «movimiento participativo» que se ha experimentado en el modelo
territorial espafiol, no es una excepcién en el panorama comparado. Asi, por el
interés que despierta en Espafia, y la implicacién de algunas regiones, también
en ltalia el desarrollo normativo regional ha ido ligado a un nuevo proceso de
modificaciones de sus Estatutos. Asi, el Estatuto Toscano (Ley regional de 11 de
febrero de 2005), el del Lazio (Ley regional de 11 de noviembre de 2004), o
el de la Regién de Puglia (Ley regional de 12 de mayo de 2004), dando lugar
asimismo a diversas leyes de participacién que, si bien puede decirse que han
servido de inspiracién por la forma (articulacién en forma de ley de la politica
regional de particpacién ciudadana), menos influencias podemos hallar en el
contenido —por lo que atafie a las normas canaria y valenciana—, encontrdn-
dose, eso si, mds cercana a la norma foral guipuzcoana.

En el contexto de todas las regulaciones estatutarias pueden ser objeto de
reflexién final diversas cuestiones. Asi, en primer lugar, el tema relativo a la fitu-
laridad de estos derechos, pues parece un criterio comdn que el ejercicio de los
derechos que se desprenden de la democracia participativa se haga depender
del criterio de la vecindad administrativa. Aunque ello pueda tener ciertas dosis
de légica, a nuestro juicio, sin embargo, dicho criterio es inadecuado, pues la
democracia participativa comprende un heterogéneo bloque de instrumentos
cuya puesta en préctica podria requerir, llegado el caso, ampliar los sujetos
participantes. Ello exige atender a cada instrumento de participacién en par-
ticular pues, como ya sostuvo Ignacio de Otto, no parece que quepa vincular a
la condicién juridica de residente en una Comunidad, «mds derechos y deberes
que aquellos que por su propia naturaleza hayan de atribuirse con tal criterio,
de modo que en los restantes casos los no vecinos, en la medida en que resulten
afectados por el ordenamiento autonémico, lo sean en pie de igualdad con los
que ostentan la vecindad del mismo» (9); y ello porque en caso contrario podria
colisionar con el art. 139.1 de la Constitucién Espariola (10).

En otro orden de cuestiones, estas nuevas regulaciones estatutarias parecen
moverse entre un genérico «derecho» de participacién, y la proclamacién de
«principios» para la participacién, siendo lo mds comin que ambas vertientes
queden aunadas en preceptos distintos. Y es que es posible observar que, aun-

(9) De Ortro (1984, p. 59), quien cita a modo de ejemplo que la exigencia de vecindad para
el acceso a la funcién piblica autonémica colisionaria frontalmente con el art. 139.1 de la CE.

(10) Piénsese, por ejemplo, como dispone la Constitucién Espafiola, si bien respecto a la
elaboracién de disposiciones administrativas, que la ley ha de regular la audiencia ciudadana, direc-
tamente o a través de las asociaciones, en el procedimiento de elaboracién de las disposiciones que
les afecten: en consecuencia, al margen de la vecindad administrativa que se tenga. Y asf, de hecho,
dicha «afectacién» podria darse también en cualquier ofro instrumento participativo configurado por
la Comunidad Auténoma correspondiente, més alla del criterio de la residencia.
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que la puesta en marcha de los mecanismos de democracia participativa no ha
sido tan rdpida y efectiva como pudiera pensarse por diversas circunstancias
del mds variado signo, si parece que esta vertiente democrdtica haya querido
convertirse en «marca» o «sefia de identidad» de las Comunidades Auténomas
en esta reciente oleada estatutaria. Por ello no es descabellado pensar que la
regeneracién democrdtica a que frecuentemente se alude (11), haya encontrado
un idéneo espacio en el dmbito autonémico espafol. Espacio que permite, en
nuestra opinién, un grado de participacién ciudadana de cardcter integral de
singular alcance. El movimiento hacia la democracia participativa, articulado
de un modo u otro, en forma de ley de participacién ciudadana, a través de
normas de soft law, o directamente mediante el comprometido ejercicio de poli-
ticas publicas, ha tenido lugar con independencia, de hecho, del compromiso
articulado en el Estatuto. La experiencia canaria y valenciana es buen sinfoma
de ello. En el primer caso sin que el Estatuto fuera definitivamente aprobado;
en el segundo con un Estatuto que no puede calificarse de excesivamente com-
prometido con la democracia participativa.

La democracia participativa sélo pueden entenderse desde la dindmica
misma de la representativa, que se encuentra consolidada en el marco de un
Estado de Partidos, por lo que es irremediable pensar que la légica de éstos
pueda incidir en una igualdad de oportunidades real y efectiva para los diver-
sos actores que confluyan en el proceso participativo. Ello se conecta, ademds,
con la légica «selectiva» y en cierto modo «discriminatoria» de la democracia
participativa pues, como sefiala el Tribunal Constitucional, ésta «articula» volun-
tades particulares y colectivas que no se imputan al cuerpo electoral aunque
indudablemente enriquecen la democracia misma, pareciendo imprescindible
tomar en consideracién la actividad de los denominados «grupos profesionales
de la participacién» (12). Ello es relevante en el caso de la normativa autoné-
mica valenciana y canaria, cuando se refieren a las denominadas «Entidades
Ciudadanas». Ha de reconocerse, de todos modos, que conviene ir mdés alld
del monopolio de los lobbies, grupos de intereses, entidades, efc., con ese claro
predominio del cardcter profesional de lo publico, siendo preciso no dejar de
lado al individuo en si mismo considerado como sujeto de la participacién.

(11) Al respecto, el nimero monogréfico «Repensando el Estado democrdtico», Revista Cata-
lana de Dret Piblic, n° 37, 2008; ALEGReTT (2010); Biruco (2010); Biruco (2008); ReYEs ALBERDI
(2008b); RoussopouLos, BENELLO (2005); Blonpiaux (2008); Roeee (2007).

(12) Un ejemplo, en tal sentido, se encuentra en el sistema constitucional francés, tradicio-
nalmente poco receptivo a la intervencién en el proceso de adopcién de decisiones piblicas de
sujetos ajenos al binomio Ejecutivo-legislativo. Asi, el Acuerdo de la Mesa de la Asamblea Nacional
francesa, de 2 de julio de 2009, de reglas de transparencia y ética aplicables a la actividad de los
representantes de infereses en la Asamblea Nacional ha previsto, en tal sentido, un registro de grupos
de intereses pUblicos y privados, introduciendo reglas de transparencia y ética en las relaciones entre
aquéllos y los representantes parlamentarios, a lo que se suma un Cédigo de Conducta. Cfr. http://
www.assemblee-nationale.fr/representants-interets/index.asp

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
210 ISSN 1133-4797, XIV, Zaragoza, 2013, pp. 203-232



LEYES DE PARTICIPACION CIUDADANA: LAS EXPERIENCIAS CANARIA Y VALENCIANA

En definitiva, podria decirse que un modelo eficaz y real de participacién
ciudadana que responda a las previsiones estatutarias habrd de estar presidido
por la idea de instaurar mecanismos dirigidos al fomento de una ciudadania
«activa», con el propésito de incentivar la responsabilidad social, incrementar la
cultura politica, comprometer desde criterios de transparencia a quienes en cierto
modo «dirigen» o son los principales actores en el proceso participativo (partidos,
lobbies), y profundizar en un adecuado uso de los medios de comunicacién y
de las nuevas tecnologias. Todo ello con la finalidad, no sélo de «ofrecer» ins-
trumentos de participacién, sino de lograr que ésta se ajuste a la realidad social
y politica, aunando las vertientes no sélo «pasiva» (con la simple habilitacién de
vias y cauces para la participacién), sino también «activa» (con las necesarias
y paralelas actividades de fomento) de la democracia participativa.

Il. LA APUESTA POR LA REGU!.ACIéN LEGISLATIVA DE LA PARTICIPA-
CION CIUDADANA. EL CARACTER PIONERO DE LAS LEYES CANARIA
Y VALENCIANA

En general, puede decirse que esta «regeneracién democrdtica estatutaria»
ha ido acompaiiada de un simulténeo o consecuente desarrollo normativo o
puesta en prdctica de nuevos principios, cauces e instrumentos participativos (13).
Ello si bien es posible observar que dicho desarrollo se muestra desigual y
heterogéneo.

La discusién sobre la elaboracién de una Ley de participacién ciudadana,
la opcién por la via intermedia de un Plan o Programa, o la simple puesta en
prdctica de experiencias de participacién ciudadana, parece ser uno de los
primeros grandes debates que surgen de la iniciativa de impulsar a nivel auto-
némico la participacién ciudadana. Una opcién ligada al modo de ejercicio
del gobierno regional que se mueve desde la regulacién con cierta vocacién
de permanencia (a través de una norma de rango legal), fundamentalmente
cuando los entes descentralizados, como ocurre en el caso espafiol, cuentan
con potestades legislativas), pasando por la articulacién de una «politica de
legislatura» configurada a través de un instrumento juridico de soft law (Planes,
Programas), y hasta la opcién por una simple puesta en prdctica, igualmente
legitima pero con efectos y consecuencias diversas. Todo ello sin perder de vista
que los desarrollos llevados a cabo en el nivel local, en ocasiones han influido
en normas dictadas con posterioridad por las Comunidades Auténomas.

En tal sentido, habria que poner de relieve la iniciativa pionera de las Comu-
nidades Auténomas valenciana y canaria (Ley 11/2008, de 3 de julio de 2008,

(13) Podemos dejar al margen alguna curiosa excepcién como la andaluza, cuyas detalladas
previsiones democrdticas en el Estatuto no han tenido, por el momento, una respuesta mas allé de
ciertas previsiones de participacién ciudadana en el dmbito legislativo (audiencias).
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de la Generalitat, de Participacién Ciudadana de la Comunitat Valenciana, y Ley
5/2010, de 21 de junio, Canaria de Fomento a la Participacién Ciudadana),
a la que se sumarian de inmediato la Norma Foral 1/2010, de 8 de julio, de
Guipuzcoa, sobre participacién ciudadana; y su Plan de Gestién 2007-2011),
y en Navarra la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de la transparencia y del
Gobierno abierto.

Pero junto a este modelo legislativo, asimismo, el desarrollo de la demo-
cracia participativa a través del soft law en otras Comunidades, destacando a
tal efecto el caso de Catalufa (Pla interdepartamental de participacié civtadana
2008-2010, o el més reciente Llibre verd de la qualitat democrdtica y el debate
surgido en 2009 y 2010 para reforzar la participacién ciudadana, con temas
como la posible elaboracién de una ley de participacién); o la simple puesta en
prdctica de prdcticas participativas no articuladas en Planes ni Programas, como
acontece en el caso aragonés, a través de una «politica de experimentacién»,
abriendo la posibilidad de una posterior institucionalizacién de esta préctica
con la definitiva articulacién de una norma con rango de ley (14).

La opcién por un instrumento «blando» o de soft law (Libro Blanco, Plan,
Programa), no supone per se una degradacién o aminoracién de su eficacia
juridica, mostrandose ciertamente efectivo en ocasiones (al respecto, el orden
internacional y comunitario), pues la «debilidad» del compromiso juridico que se
le supone se contrarresta con posibles més altas dosis de innovacién, y con regula-
ciones de cardcter paraconstitucional que pueden llevar a una auténtica mutacién
constitucional. El soft law puede, asi, ir abriendo camino a una futura actuacién
auténticamente juridica del operador del hard law (15). Pero en cualquier caso,
se trata de sentar bases reales que permitan construir un efectivo modelo auto-
némico de participacién ciudadana de cardcter mds o menos estable.

Y es que parece obvio que los mandatos estatutarios quieren propiciar que
la participacién civdadana sea configurada a través de una regulacién legal,
evitando la tendencia de una «politica de legislatura», y permitiendo que a

(14)  De hecho, el propio Gobierno aragonés, tras las intensas experiencias participativas impulsa-
das en los Gltimos afios, anuncié en diciembre de 2011 la futura elaboracién de una Ley de participacién
ciudadana. En fecha 19 de marzo de 2012 se aprobé por la Comisién Institucional y de Desarrollo
Estatutario de las Corfes de Aragdn una mocién instando al Gobierno a presentar el proceso metodolé-
gico que especifique cémo habré de abordarse la elaboracién de esta Ley aragonesa de participacién
ciudadana (Mocién n° 9/12, dimanante de la Interpelacién n° 3/12, Boletin Oficial de las Cortes de
Aragén, n° 54, VIII Legislatura). En torno a estos debates sobre los modelos de configuracién de una
autonémica de participacién ciudadana, el némero monogréfico de la Revista Deliberacién. Revista para
la mejora de la calidad democrdtica, n° 1, de 2010; asimismo, CASTEL GAYAN (2011, 279 ss.).

(15)  En ocasiones, por influencia del sistema de fuentes europeo, la elaboracién de un Libro Blanco
puede ir precedido, como ocurrié en Catalufia (2009/2010), de un Libro Verde o documento mediante
el que pretende promoverse el debate ciudadano sobre una actuacién piblica o la consulta de ciertas
propuestas sobre una deferminada materia. Y a su vez, del Libro Blanco posterior pueden surgir las bases
de un texto que podria presentarse al Parlamento al objeto de aprobar una ley, o al propio Gobierno con
el objetivo de que prepare un Anteproyecto o bien acuerde una deferminada planificacién.
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partir de una norma con rango de ley pueda hacerse realidad la participacién
ciudadana como «auténtico derecho subjetivo». Un tipo de norma que vendria a
convertirse en una «Ley-cédigo» en la materia, con un claro efecto transversal por
su incidencia en multiplicidad de politicas pdblicas. Y es que en este punto no
puede dejarse de lado la cuestidn de su eficacia juridica asi como su desarrollo
y aplicacién real y efectiva, pues si bien puede ser complejo que sea capaz de
articular auténticas «obligaciones» y «prescripciones juridicas» respecto a los
poderes publicos, ello no redundard sin més en su ineficacia.

A nuestro juicio, apuntaremos que la fisonomia propia de este tipo de normas
requiere la articulacién consecuente de un sistema de «incentivos institucionales»,
como ocurre en el caso de la norma guipuzcoana y al estilo de algunas leyes
italianas como la de La Toscana (16). Y ello porque sin dichos incentivos a la
participacién es posible que su contenido esté plagado de normas excesivamente
«principiales» o «generales»: muchos principios y pocas acciones eficaces y reales
para la participacién ciudadana (17), lo que lleva a buscar la concrecién a través
del posterior desarrollo de la norma legal, como ocurre en el caso valenciano y
canario (18). Se identifica, de este modo, una significativa diferencia entre estas
dos normas (canaria y valenciana) y las que han venido con posterioridad (gui-
puzcoana y navarra), que han sido mds incisivas y han profundizado en aspectos
més desarrollados en el derecho comparado (gobierno abierto, transparencia,
articulacién completa de procesos decisorios, protocolos al efecto, etc.).

Otra de las cuestiones que atafie al «modo» o la «forma» de articular la
participacién es el hecho de que ésta tenga lugar a través de un proceso cuya
legitimacién democrdtica no provenga sélo del propio Parlamento que apruebe
la norma, sino también de la sociedad misma, mediante un «proceso partici-
pado». Como es fdcil de observar, ello estd en consonancia con los perfiles de
esta politica publica, que exige per se que el modelo participativo regional sea
iniciado «con» la participacién de la ciudadania misma, en su configuracién
individual o colectiva (grupos y lobbies), ya que se trata de una norma que
singularmente les afecta. Este proceso debe, pues, contar con los operadores
pUblicos implicados, en tanto la elaboracién de la norma se lleva a cabo en el
contexto de todo un disefio politico gubernamental, ya que es a las autoridades
electas a quienes corresponde la «direccién y gestién» efectiva de la politica
autonémica, al tiempo que se invita especialmente a ofros entes, como los locales,
a participar en este proceso, pues la norma de participacién ciudadana puede
«comprometerles» en cierta medida.

(16) FLorDIA (2007, 629 ss.).

(17)  En tal sentido, el debate sobre la construccién de un modelo de participacién regional que
tuvo lugar en la Comunidad Auténoma aragonesa en 2009 a través de la «<Mesa de expertos para la
definicién de la politica normativa del Gobierno de Aragén en materia de participacién ciudadana»,
y que dio lugar a la publicacién del primer nimero de la Revista Deliberacién, n° 1, 2010.

(18) Vid. en tal sentido, las advertencias del Dictamen 306/2009, de 25 de junio, del

Consejo Consultivo de Canarias.
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Desde esta perspectiva, sélo puede tomarse como referencia la experiencia
acontecida en el caso canario (19) y no asi la norma valenciana.

La Comunidad Auténoma Canaria elaboré con anterioridad a la aprobacién
de su norma un Plan cuyo hito mds destacado fue la elaboracién de la Ley de
Participacién Ciudadana. Se configuré, asi, como un proyecto que intentaba
«dar ejemplo» a través de un proceso participativo y un debate abierto sobre la
misma norma, al tiempo que sobre los aspectos fundamentales del Plan Canario
de Participacién Ciudadana. El objetivo dltimo fue incrementar el compromiso y
la implicacién de la ciudadania misma, entendiéndose que de ese modo seria
mayor la propia legitimacién de la accién de Gobierno.

A tal efecto, el Gobierno canario creé la Direcciéon General de Relaciones
Institucionales y Participacién Ciudadana, en marzo de 2007 (Decreto 335/2007,
de 4 de septiembre, de modificacién del Decreto 172/2007, de 17 de julio), en
el seno de la Consejeria de Presidencia y Justicia. Y con posterioridad, articulo
su modelo de participacién a través del Plan Canario, el «Documento Abierto»
para el debate sobre la ya citada ley, y el mismo Portal del Gobierno de Cana-
rias; iniciativas a las que se suman los diversos encuentros que llevardn a hacer
germinar un nuevo sistema de participacién ciudadana.

El Plan cred, al respecto, un proceso en 3 fases:

1) En marzo de 2008: definicién del equipo de la Direccién General de
Participacién Ciudadana; publicacién del Documento Abierto para el
debate de la Ley; celebracién de una Jornada de Participacién para
cargos publicos; e inicio de cursos de formacién para personal técnico-
dinamizadores del Gobierno, dada la poca experiencia y necesidad
de actualizacién de conocimientos.

2) De abril a septiembre de 2008: envio del «Documento Abierto» a las
asociaciones y estudio del mencionado documento con agentes y actores
canarios, principalmente con cargos puiblicos (concejalias).

3) De octubre de 2008 a abril de 2009: creacién de Grupos de Trabajo
por niveles para recibir las sugerencias y aportaciones; reuniones con
entidades ciudadanas; comunicacién de conclusiones; y presentacién
en el Parlamento de Canarias del Proyecto.

Se marcd como objetivo, en resumidas cuentas, que la participacién civda-
dana al nivel autonédmico canario se impulsara desde la propia experiencia de
«un proceso participativo» sobre el que el Gobierno conformaria las caracteris-
ticas y reglas que imperaron durante todos los debates. Por ello, se sefialaria la
necesidad de la mayor implicacién posible de personas e instituciones asi como
de la mayor y mejor planificacién, y la conveniencia de que dicho debate fuera
plural, amplio, diverso, abierto, transparente, ordenado y claro. De otro lado, en
lo que atafie a las «reglas» del debate, se establecié el mismo sin texto escrito

(19) Vid. Pizzanew (2008, pp. 138 ss.).
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previo, admitiéndose todo tipo de aportaciones y la validez de cualquier opinién,
la paridad en la misma, el propésito de recoger resultados y no de provocar el
consenso, el compromiso del Gobierno canario, no tanto de recoger todas las
aportaciones, como de explicar los posibles motivos del rechazo, la celebracién
de debates en diversos lugares, y la necesidad de aclarar que se trata de un
«debate ciudadano» y no de un «debate entre partidos», pues estos Gltimos ya
tienen su locus para el debate: la sede parlamentaria (20).

En definitiva, fruto de este proceso fue la recepcién de un gran nimero de
aportaciones por parte de la ciudadania (bien transmitidas en las mismas reu-
niones, bien remitidas por correo o a través de los medios dispuestos a través de
la web). Y es interesante resefiar que el mayor nimero de aportaciones venian
referidos al «&mbito local», al que en consecuencia la politica autonémica no
puede dar la espalda, aunque también fueron relevantes las «posibilidades de
participacién» de colectivos desfavorecidos.

Lo que no se previé en el caso canario —ni tampoco en el valenciano—,
fue la posibilidad de que, una vez aprobada la norma, ésta se sometiera a una
«monitorizacién» para su confirmacién, revisién o derogacién. Previsién que, sin
embargo, al estilo de las leyes italianas, si encontramos en normas posteriores,
como la guipuzcoana (21).

lll. LOS MODELOS VALENCIANO Y CANARIO DE PARTICIPACION CIU-
DADANA

1. Rasgos generales

De una simple lectura inicial de ambas normas es posible detectar la coin-
cidencia en el objeto de las mismas: tanto la regulacién y fomento de la par-

(20) Para la organizacién de debates fue imprescindible alojar en la pdgina web sobre partici-
pacién ciudadana, creada al tiempo que se abria el proceso participativo sobre el Plan y la futura Ley,
toda una serie de contenidos que abririan la posibilidad de que la ciudadania realizara sus aportaciones
a través de un «Buzén de Consultas y Aporfaciones», de los «Foros» [y del nuevo foro de «Debate
ciudadano») y de un correo de email directo. Por su parte, las diversas reuniones celebradas con enti-
dades y personal de la administracién se estructuraron a partir de tfodo un dossier con documentacién
(diptico explicativo, documento abierto, guién para el debate, hoja de participacién ciudadana, sobre
con franqueo pagado para enviar la participacién sin coste, invitacién a la reunién).

(21) En tal sentido, la norma foral de Guipuzcoa, que dispone la participacién de las Jun-
tas Generales para proceder a la evaluacién global del sistema de participacién ciudadana, con
audiencia a entidades y con la asistencia técnica de personas expertas en procesos de participacién,
procediéndose en resumidas cuentas, a determinar los acuerdos correspondientes respecto al man-
tenimiento, derogacién o reforma de la norma. Finalmente, en la gestacién de la norma navarra ha
de destacarse que en la fase previa de elaboracién de la misma hubo un proceso de participacién
en diferentes foros de participacién ciudadana, con 54 sugerencias, de las que se estimaron 33
(varias de ellas provenientes del Movimiento del 15-M), con la posibilidad para la ciudadania de
hacer sus aportaciones a través de un formulario.
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ticipacién en la vida politica, econémica, cultural y social de la Comunidad,
como la mds concreta promocién de la sociedad en asuntos publicos. Pero la ley
valenciana afiade un precepto dedicado a la «finalidad de la norma» (precepto
que sirve de elemento de inferpretacién de los restantes preceptos), sefialando
diversos objetivos expuestos de modo conciso:

el impulso de la participacién en si,
la garantia del derecho a la informacién,
el fortalecimiento del tejido asociativo,

la implicacién ciudadana en la formulacién y evaluacién de politicas
pUblicas, que parece evocar una interesante y completa participacién
ex anfe pero también ex post,

y el impulso de la generacién de cultura y hdbitos participativos.

A diferencia de ley valenciana, el texto canario es, sin embargo, mucho
més generoso al exponer los objetivos de la norma y, con ello, fijar criterios y
orientaciones para la puesta en prdctica de una politica integral de participacién
ciudadana:

216

el fomento de la participacién en una sociedad plural, y para la defensa
de valores democrdticos, los derechos fundamentales, y la consecucién
de una democracia participativa,

la profundizacién en el acercamiento de las instituciones a la ciudadania,
involucrando a ésta en la gestién publica, y creando nuevas formas de
organizacién de la ciudadania y de las estructuras de gobierno. Todo
ello, para fomentar la coordinacién social de las politicas pdblicas,

la garantia de la informacién de los procedimientos que lleven a
cabo las Administraciones, al objeto de lograr la mayor transparencia
publica,

el establecimiento de mecanismos de evaluacién de las politicas publi-
cas y de investigacién del estado de la opinién publica, a través de
la participacién de la ciudadania en la elaboracién, prestacién y eva-
luacién de politicas, asi como su intervencién en muy diversos dmbitos
(civico, social, medioambiental, cultural, econémico y politico. Con ello,
la norma introduce una expresa referencia a la participacién ex post,
al tiempo que se compromete al andlisis de la opinién piblica, ante el
que prefende mostrarse sensible,

el fomento de la vida asociativa, convirtiéndose la administracién en la
coordinadora de una convivencia solidaria y equilibrada de iniciativas
ciudadanas,

finalmente, se refiere en general al objetivo de desarrollar los correspon-
dientes instrumentos de participacién ciudadana, pasando a continuacién
a definirlos al disponer que se trata de mecanismos establecidos para la
intervencién de la ciudadania en las politicas poblicas. Una definicién

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Piblica
ISSN 1133-4797, XIV, Zaragoza, 2013, pp. 203-232



LEYES DE PARTICIPACION CIUDADANA: LAS EXPERIENCIAS CANARIA Y VALENCIANA

que corresponde a la prevista en el art. 4.4 de la ley valenciana, vy si
bien ésta afiade ademds, completando positivamente la definicién, que
también son instrumentos para la interrelacién de la ciudadania y las
entidades ciudadanas.

De ofro lado, también el dmbito de aplicacién de la norma resulta coin-
cidente: la administracién autondmica; aunque la ley canaria, observéndose
su cardcter algo mds incisivo, afiade la posibilidad de que los instrumentos y
medidas previstas puedan incorporarse a los reglamentos de organizacién de
cabildos y ayuntamientos canarios en el modo en que éstos determinen, abriendo
la posibilidad de que los cauces participativos se extiendan asi al dmbito local,
pero en el respeto a su autonomia.

Y respecto al dmbito subjetivo, ambas normas se aplican a quienes
tengan la condicién politica de la respectiva comunidad, con una remisién al
articulo estatutario (el art. 3) que regula tal extremo en el caso valenciano, y
detallando dicho contenido en la misma ley en el caso canario (para referirse
ademds de a quienes tienen la condicién politica de canarios, explicitamente
a los espafioles residentes en el extranjero que tuvieran su Gltima vecindad
administrativa en Canarias y acrediten dicha condicién en el correspondiente
Consulado de Espafia). Ello tiene como consecuencia que la norma valen-
ciana amplie su dmbito subjetivo, en tanto el Estatuto se refiere también a las
comunidades de valencianos asentados en el exterior, a quienes otorga el
derecho a participar, colaborar y compartir la vida social y cultural del pueblo
valenciano, como reconocimiento de su valencianidad. Dichas comunidades
(previstas en el art. 7 del Estatuto canario) no resultan reflejadas en el texto
de la norma canaria.

Asimismo, ambas normas se refieren a las personas residentes en la con-
creta Comunidad Auténoma con independencia de su nacionalidad, si bien la
norma canaria infroduce la acertada salvedad en nuestra opinién, de que ello
seré asi cuando la ley correspondiente lo permita, teniendo en cuenta que la
competencia para la definicién y delimitacién de los derechos y libertades de
las personas extranjeras en Espafia es del Estado. Ello significa, ademds, que
en Gltimo término los derechos que la ley de participacién reconozca corres-
ponderén a las personas extranjeras en el marco de lo establecido en la ley
estatal, por lo que la mencién a las personas residentes no puede considerarse
de un modo definitivo.

Por otro lado, también se integran en el dmbito subjetivo de la norma las
«entidades ciudadanas» a las que aludimos en su momento: personas juridicas
sin &nimo de lucro que ejercen colectivamente el derecho de participacién (su
régimen juridico se detalla, en ambos casos, en preceptos posteriores).

La ley valenciana, por su parte, afiade en un precepto dedicado a las
«definiciones de la Ley», junto a «ciudadania» y «entidades ciudadanas», el
significado de los términos «participacién ciudadana» e «instrumentos de par-
ticipacién ciudadanax.
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Una dltima singularidad de la ley canaria es el reconocimiento del princi-
pio «favor consorti», como manifestacién en el dmbito de la participacién, del
mds genérico principio «favor libertatis»: un principio dirigido a la aplicacién
de la norma desde la maxima participacién, publicidad e informacién de las
actuaciones politico-administrativas.

Constituye un apartado especifico en la Ley Canaria la previsién de compro-
misos especificos articulados en forma de deberes de los poderes piblicos para
la participacién ciudadana, con un desarrollo posterior en el resto del articulado
respecto a las diversas medidas que a continuacién se enuncian:

a) La adecuacién de las estructuras administrativas, a fin de favorecer el
ejercicio real y efectivo del derecho de participacion.

b) La promocién de Cédigos de Buen Gobierno, con principios éticos y de
conducta dirigido al personal administrativo, al tiempo que se dispone el
compromiso de promover Cédigos de Buenas Précticas que coadyuven
a una ciudadania responsable y democrdtica.

c) La elaboracién de planes anuales o plurianuales de participacién estra-
tégica (ya sea integrales y sectoriales) para posibilitar la participacién
en el disefio y evaluacién de proyectos que afecten a la ciudadania.
En este punto procede comparar con el caso valenciano, pues esta
norma no menciona la elaboracién de planes, aunque si procede a su
regulacién el Reglamento, al prever el Plan Director de Ciudadania. De
nuevo se observa el cardcter mds sintético de la norma valenciana.

d) Ladisponibilidad presupuestaria de un sistema de ayudas, subvenciones
y convenios de colaboracién para promover los derechos de partici-
pacion.

e) La adopcién de acciones positivas necesarias y el fomento de la par-
ticipacién por medios electrénicos a fin de conseguir la plena partici-
pacion.

La Ley valenciana, por su parte, prescinde de un apartado especifico dedi-

cado a los deberes de los poderes piblicos, optando directamente por desarrollar
cada uno de los apartados anteriores en el resto de su articulado.

Respecto a los derechos para la participacién ciudadana —de los que,
en buena parte, derivan también «deberes» dirigidos a los poderes pdblicos—,
ambas normas acogen apartados especificos. En general, resultan coincidentes
en los siguientes extremos:

— Informacién para la participacién, donde la norma canaria es mds
detallista, pues especifica las implicaciones del derecho a conocer el
estado de tramitacién de procedimientos en que se tenga la condicién
de interesado.

— Medios de informacién para la participacién: de nuevo el texto canario
no se limita a sefialar los medios —ambas normas se refieren a diversos
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medios, con un énfasis significativo en los telemdticos—, pues menciona
asimismo diversos objetivos (22).

— Proteccién de datos de cardcter personal, sin referencias especificas mas
allé de la remisién a la legalidad vigente.

— Derecho de audiencia ciudadana, con un alcance diverso en ambas
normas (23).

— Derecho de acceso a archivos y registros, de conformidad con la lego-
lidad vigente.

— Derecho a recabar la colaboracién en la realizacién de actividades
ciudadanas, con una redaccién que parece dejar pendiente el modo y
el momento en que se articulard la misma (24).

(22) La norma se refiere a los siguientes: proporcionar informacién general y orientacién;
proporcionar informacién especializada; informar sobre requisitos juridicos o técnicos; informacién
sobre estado de tramitacién de procedimientos; informacién y orientacién sobre sistema de sugeren-
cias y reclamaciones; informacién y orientacién sobre procedimientos tramitados electrénicamente;
suministrar cualquier informacién de interés.

(23) La norma valenciana se refiere al mismo, no como derecho ni con cardcter obligatorio,
sino en el apartado dedicado a los «Instrumentos de participacién ciudadana», disponiendo que los
anteproyectos de ley o programas que definan politicas sectoriales «podrén» someterse a audiencia
ciudadana. Y lo concreta aludiendo a la posibilidad de sometimiento a audiencia de todo anteproyecto
de ley o programa que defina politicas sectoriales para conocer la opinién; posibilidad de someter
cualquier ofra iniciativa de actuacién; remite al reglamento para determinar el procedimiento; excluye
los Anteproyectos de ley y programas sobre materias excluidas de la iniciativa legislativa popular; y se
refiere a la publicacién del proceso de audiencia ciudadana en un Informe de Participacién Ciudadana
que indicard: mecanismos de participacién utilizados, resultado del proceso, evaluacién del érgano
proponente especificando las sugerencias e iniciativas incorporadas. Por su parte, la norma canaria
si lo menciona como especifico derecho a participar («la ciudadania participaré») en las decisiones
propuestas por los poderes piblicos (en los términos establecidos en la ley). Y lo concreta a través de
un deber de sometimiento a audiencia de todo anteproyecto de ley o programa que defina politicas
sectoriales para conocer la opinién; de la posibilidad de someter cualquier otra iniciativa de actuacién;
con una remisién al reglamento para fijar requisitos, dmbito, plazos, y ejercicio del derecho.

(24) En el caso valenciano, se dispone el derecho a solicitar (individualmente o a través de
Entidades) la colaboracién a través del correspondiente departamento, para la realizacién de acti-
vidades que fomenten la participacién, articulando los pasos principales del procedimiento: andlisis
por el departamento correspondiente de la propuesta; resolucién motivada con la colaboracién, en
caso afirmativo, que se prestard; necesidad de recabar autorizacién por los promotores cuando
fuera procedente; y concrecién de las aportaciones de la Generalitat: patrocinio, cesién temporal u
ocasional de bienes publicos, apoyo técnico, apoyo a la difusién y conocimiento de la actuacién a
través de medios de comunicacién institucionales u ofras. En el caso canario, se alude igualmente al
derecho a solicitar (individualmente o a través de Entidades) la colaboracién a través del correspon-
diente departamento, para la realizacién de actividades que fomenten la participacién, si bien con
menores previsiones respecto al procedimiento: andlisis por el departamento correspondiente de la
propuesta; resolucién motivada con la colaboracién, en caso afirmativo, que se prestard; necesidad
de recabar autorizacién por los promotores cuando fuera procedente. En ambos casos, las leyes se
remiten al futuro reglamento de desarrollo para la fijacién de los requisitos; y en el caso valenciano
se especifica, no obstante, la obligacién de adjuntar una memoria.
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— Participacién en la elaboracién de Anteproyectos normativas y progra-
mas sectoriales, con un alcance bastante desigual en ambas normas,
pues la canaria parece anticipar los procesos participativos que des-
pués han tenido un desarrollo mds completo y acabado en la norma
guipuzcoana (25).

Si hasta aqui ambas normas resultan mds o menos coincidentes en los
derechos, con un alcance desigual en ambos puntos, en ofros difieren.

— Asi, la norma valenciana se refiere al derecho de peticién, y al derecho
a la iniciativa legislativa popular, aunque para llevar a cabo una remisién
a la legalidad vigente en la materia.

— Y por su parte, la norma canaria se refiere al derecho a la propuesta de
iniciativa reglamentaria, donde sin embargo el texto parece mostrarse
excesivamente detallista (26). En cualquier caso, conviene anotar las
dificultades y eficacia practica de una previsién como ésta, pues si ya
resulta complejo el impulso y elaboracién ciudadana de una ley, mds
lo es, sin lugar a dudas, la de una disposicién reglamentaria, donde

(25) La norma valenciana dispone que «se podré» participar, en concreto, en la elaboracién
de Anteproyectos de Ley y programas que definan politicas sectoriales del Consell. Y se remite
respecto al modo de participacién a los mecanismos previstos en Titulo Il, Capitulo Il (audiencia
ciudadana, foros de consulta, paneles ciudadanos, y jurados ciudadanos; cualquier otro instru-
mento previsto en esta ley, leyes sectoriales o normas reglamentarias), exceptudndose las materias
excluidas de la iniciativa legislativa popular. Finalmente se produce una remisién reglamentaria
respecto a la elaboracién de un Informe de Evaluacién para los instrumentos de participacién
civdadana. Por su parte, la norma canaria llega més lejos, pues al recoger los instrumentos
de participacién ciudadana respecto a cualquier anteproyecto normativo, alude a un «proceso
participativo» que afectard a cualquier anteproyecto normativo o programa que defina politicas
sectoriales, y a cualquier otra iniciativa de actuacién, exceptudndose las materias excluidas de
iniciativa legislativa popular. Sin embargo, no perfila las potencialidades de esta modelo de
participacién, pues se remite respecto a su articulacién a los instrumentos previstos en la propia
ley canaria u otro andlogo. Si se refiere, no obstante, al resultado del proceso, que se plasmaré
en un Informe de Participacién Ciudadana que incluird mecanismos de participacién, resultado
del proceso, y evaluacién del érgano proponente (con sugerencias e iniciativas incorporadas a
consecuencia del proceso participativo).

(26) La ley se refiere al derecho a presentar propuestas que afecten a sus derechos e inte-
reses legitimos, de iniciativas proponiendo su tramitacién como disposicién reglamentaria. Y sefiala
como requisitos: propuesta con fexto articulado, memoria justificativa, dirigido al departamento
competente; respaldo de al menos 3 Entidades Ciudadanas y un nimero de firmas (miembros o no
de las Entidades) igual o superior a 15.000 (interés autonémico), 10.000 (interés insular), 5.000 (La
Palma, Fuerteventura, Lanzarote), 1.000 (La Gomera, Hierro); y excluye las materias excluidas a su
vez por la Ley de Iniciativa Legislativa Popular. Respecto al procedimiento se afiaden las siguientes
previsiones: plazo de 3 meses para valor y ordenar el inicio de tramitacién; vencido el plazo sin
ordenar el inicio, la iniciativa se considera denegada; plenitud de facultades de la Administracién
para formular propuestas al proyecto y completar la memoria justificativa presentada; competencia del
mdximo érgano colegiado de la Administracién para admitir o inadmitir mediante acuerdo motivado;
finalmente, contra el acuerdo de inadmisién no cabe recurso alguno.
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parece que es el poder piblico quien estd capacitado para dotarla de
contenido, dado el detallismo que generalmente tiene esta norma.

La previsién de oportunos derechos ligados a la democracia participativa
constituye un elemento de referencia en estas nuevas normas, dejando al margen
ciertas reiteraciones respecto a normas ya aprobadas, o incluso las remisiones
reglamentarias que en ocasiones se lleva a cabo. En cualquier caso, ponen de
manifiesto una apuesta singular de estos textos por un modelo de participacién
ciudadana notablemente amplio, a diferencia, por lo demds, de otros desarrollos
autonémicos.

2. Canarias y Comunidad Valenciana frente a otros modelos de
participacion ciudadana: la tendencia a la unidireccionalidad

Desde la perspectiva relacionada con el contenido del modelo autonémico
de participacién ciudadana que parece impregnar la politica autonémica en
general, incluida la canaria y la valenciana, parece obvio que resulta conve-
niente evitar el excesivo cardcter principialista de este tipo de normas, con una
regulacién que procure descender a un cierto detalle respecto de los cauces y
principios «por» y «para» la participacién.

Los modelos autonémicos de participacién ciudadana se han querido
construir, bdsicamente, en torno a dos ejes: la vertiente «instrumental», con
la articulacién de vias para la participacién, pero también la «formativa», en
tanto perfilan diversas posibilidades y acciones para su incentivo. Pero a partir
de estos dos genéricos pilares, lo cierto es que los confenidos de los modelos
autondémicos desarrollados son después diversos y heterogéneos, pudiéndose
agrupar del modo siguiente:

— por un lado un modelo «estricto» como el cataldn, més bien cefiido al pro-
ceso participativo como «espacio de concertacién, debate y discusién», el
aragonés o incluso el modelo guipuzcoano, si bien contiene este dltimo al
tiempo una «cldusula de flexibilizacién», ya que la Direccién Foral para
la Participacién Ciudadana puede disponer que un proceso participativo
se lleve a cabo mediante otras modalidades o instrumentos;

— pero también hay una inclinacién, de otra parte, hacia modelos «amplios»,
donde estarian, precisamente, el modelo valenciano, o el canario, en
los que ademds se atiende a ofros fenémenos como el asociacionismo,
el voluntariado, las comunidades en el exterior, o las consultas en deter-
minados casos.

Si se desciende al modo de participacién, parece existir una tendencia en
los ¢ltimos modelos (Guiptzcoa o Navarra), a buscar la compatibilidad de la
regeneracién democrdtica con las responsabilidades de gobierno. En palabras de
Floridia, una configuracién de la democracia participativa que tenga en cuenta
la simbiosis e interactuacién constante autoridad-sociedad, desde el didlogo, y
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que se articule a través de la idea del «tener las manos libres» (27). Es decir,
un modelo participativo en el que, si bien la Gltima palabra corresponde a la
institucién representativa (Parlamento y/o Gobierno), se trataria de tomar en con-
sideracién al tiempo a los actores implicados a través de un proceso deliberativo
que envuelve, compromete y responsabiliza a la autoridad pertinente (28). Un
proceso que sélo incipientemente anuncia la norma canaria, y que la valenciana
omite por completo.

Y es que, en el fondo, en el momento de articular los grandes ejes de un
modelo de participacién se requiere llevar a cabo un andlisis reflexivo previo
sobre la opcién o definicién del propio concepto o modelo de participacién
ciudadana, sin que baste con sumar sin mds instrumentos, siendo més bien
necesario pensar en la eficacia o los objetivos que se pretenden. Quizd, en este
sentido, el hecho de que las experiencias canaria y valenciana constituyeran
iniciativas legislativas pioneras tuvo como consecuencia el sacrificio simultdneo
de un deliberado modelo de participacién ciudadana propio. Modelo deliberado
y mds reflexivo, a la luz de experiencias previas, de su propia prdctica, y de
los episodios de derecho comparado, que si parece haber estado presente en
las iniciativas posteriores (GuipUzcoa, Navarra, Aragén...).

En resumidas cuentas, nos referimos a la concepcién y alcance que una
Comunidad Auténoma determinada decide otorgar a la democracia participativa
y al modo en que es consecuente con dicha configuracién en la articulacién
de mecanismos concretos. En tal sentido, no podemos dejar de recordar la
diferenciacién llevada a cabo por Mori cuando habla de la unidireccionalidad-
bidireccionalidad de la participacién ciudadana (29), y que sin lugar a dudas
defermina un mayor o menor compromiso con una efectiva participacién. Asi,
la primera implica la articulacién de mecanismos de unos sujetos hacia otros:
desde el ente publico a la ciudadania (informacién, portales, medidas de trans-
parencia de la gestién poblica...), o bien desde la ciudadania al ente (consulta,
iniciativa ciudadana,...). En el segundo caso, sin embargo, la participacién es
activa, generdndose un compromiso con la idea de negociacién, la deliberacién,
la recepcidn y propuesta de acciones politicas, y la toma en consideracién o la
desestimacién de la opinién ciudadana, con su debida justificacién motivada.

(27) Cfr. FloriDIA (2008, pp. 629 ss.).

(28) Obsérvese que la norma Navarra parece entrar en esta linea cuando se refiere a un
nuevo concepto —no utilizado con anterioridad en los restantes modelos autonémicos-: a saber, el
de «Gobierno Abiertox. El art. 3 lo define como «aquél que es capaz de entablar una permanente
conversacién con los ciudadanos y ciudadanas con el fin de escuchar lo que dicen y solicitan, que
toma sus decisiones centrdndose en sus necesidades y preferencias, que facilita la participacién y
la colaboracién de la civdadania en la definicién de sus politicas y en el ejercicio de sus funciones,
que proporciona informacién y comunica aquello que decide y hace de forma transparente, que
se somefe a criterios de calidad y de mejora continua, y que estd preparado para rendir cuentas y
asumir su responsabilidad ante los ciudadanos y ciudadanas a los que ha de servir».

(29) Mol (2008).
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Si bien la participacién «unidireccional» puede servir para acercar a los
sujetos implicados en la gestién piblica (sociedad y poder piblico) y como
premisa necesaria en algunos casos (piénsese en las medidas de transparencial)
para una posterior participacién «bidireccional», sin duda es en el caso de
la participacién articulada de esta dltima forma, cuando en mayor medida se
compromete a esos operadores, implicando una «gestién comdn» de aspectos
de interés piblico.

Y es que conviene no confundir estas dos direcciones de la participacién, pues
el objetivo Ultimo de la democracia participativa en su sentido auténtico es el de la
inferaccién, infercambio y concertacién de ideas entre los sujetos participantes, ciu-
dadania y poderes piblicos, superando la idea de participacién como mero tramite
del que apenas puede vislumbrarse incidencia alguna en la decisién adoptada. De
hecho, son evidentes los cierfos riesgos de «instrumentalizacién» o «manipulacién»
de la participacién ciudadana, pareciendo que se intenta legitimar decisiones
que, o bien ya han sido adoptadas, o se infentan adoptar (30). A nuestro juicio,
se contrarrestan en parte estos perniciosos efectos cuando la democracia pone el
acento en la nota de bidireccionalidad y es capaz de mostrar con transparencia si
las inquietudes ciudadanas estdn siendo bien canalizadas o no, teniendo en cuenta
que para ello son también necesarios los instrumentos unidireccionales.

Si observamos primero ofras normas detectaremos que el modelo navarro
apunta hacia esta bidireccionalidad en sus objetivos y principios, sentando las
bases para la consecucién de aquélla, aunque después no se compromete en
la configuracién de procesos participativos donde se plasmaria esta auténtica
bidireccionalidad en el sentido apuntado con anterioridad, como si lo hace la
norma guipuzcoana o, en la préctica, Catalufia y Aragén. El texto navarro,
pues, fiene un contenido amplio con propdsitos bidireccionales, pero centrada
en instrumentos tipicamente unidireccionales, del ente hacia la ciudadania (31).
Y es que desde la perspectiva institucional parece necesario que esta normativa
coadyuve a reforzar el «compromiso» paralelo de los poderes piblicos, por lo
que es precisa la mencién a las buenas prdcticas y a la buena gobernanza,
con referencia a la transparencia, imparcialidad, publicidad, méxima difusién
e informacién... lo que supone el fomento de una actitud abierta del poder
pUblico hacia la ciudadania. Pero junto a ello, asimismo, se perfila en el caso
navarro el pilar de la participacién y colaboracién ciudadana, de nuevo en
clave «unidireccional», de la ciudadania al ente, con la previsién de instrumentos
para la participacién activa de la ciudadania en la toma de decisiones (foros
de consultas, paneles ciudadanos, y jurados ciudadanos, también contemplados

(30) Vid. RuaNO DE LA FUENTE (2010, pp. 104 ss.).

(31) Cuando se alude al fomento de la ética y la transparencia en la accién de Gobierno y el
derecho de acceso a la informacién, la eficiencia, la publicidad activa, la calidad normativa, la respon-
sabilidad en su gestién, la accesibilidad y neutralidad tecnolégica, la modernizacién, racionalizacién
y simplificacién de la actuacién administrativa, y la mejora de la calidad en la Administracion.
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en las normas valenciana y canaria), con la habilitacién de cauces de conver-
sacién telemdtica, y la participacién en las redes sociales. Pero el articulado
se remite, a continuacién, a su posterior desarrollo para la puesta en préctica
del derecho de participacién y colaboracién en la definicién y evaluacién de
politicas publicas. Con esta opcién del gobierno navarro la norma se aleja de
la concrecién caracteristica de la norma guipuzcoana respecto a la regulacién
directa de auténticos procesos participativos. Ello obstante, no deja de resultar
interesante la previsién del informe de participacién y colaboracién, que obliga
a la Administracién a plasmar en el mismo el resultado del proceso participa-
tivo, los medios empleados, y la evaluacién de cédmo dicha participacién pueda
haber condicionado o influido en la actuacién administrativa, profundizando en
la destacada idea de la bidireccionalidad.

En los procesos participativos, por su parte, articulados en forma de pro-
tocolo, el objetivo seria «motivar» y «comprometer» a los sujetos implicados,
haciendo realidad la participacién con la fijacién de requisitos o plazos, con la
articulacién de una institucién o autoridad mediadora, o la disposicién incluso
de una «fase de retorno» (de los poderes piblicos a la ciudadania) o toma en
consideracién, como prevé la norma guipuzcoana.

En este contexto, y por comparacién con los textos referenciados, tanto las
normas valenciana como canaria optan por un disefio de tipo predominantemente
unidireccional (foros, paneles, jurados), al margen de contenidos de cardcter
formativo dedicados a incentivar y promover una cultura de la participacién
ciudadana, y al margen de unos derechos —ya mencionados— donde la unidi-
reccionalidad es la ténica dominante. Pero debemos recordar, no obstante, que
la norma canaria alude a la posibilidad de celebracién de procesos participa-
tivos, sin llegar al punto de la norma guipuzcoana —con la configuracién de un
auténtico protocolo para la realizacién de aquellos—. Un esfuerzo bidireccional
—de cardcter bastante desigual—, hacen no obstante ambas normas, al referirse
a un «Informe de evaluacién» o «Informe de participacién ciudadana» erigidos
en el resultado del proceso de participacién definitivamente llevado a cabo.
Sin embargo, frente al cardcter excesivamente escueto de la norma valenciana
(remite al reglamento para su regulacién, sin ofras previsiones al respecto), algo
mds garantista es la norma canaria, al aludir a la previsién en dicho Informe de
los mecanismos de participacién, el resultado del proceso, y la evaluacién del
érgano proponente (con sugerencias e iniciativas incorporadas a consecuencia
del proceso participativo). El nivel de compromiso de estas normas o la bidirec-
cionalidad aconsejable quedo lejos de previsiones como la guipuzcoana que
dispone la obligacién de motivacién por parte de la Diputacién Foral si ésta
decide apartarse de lo acordado por la ciudadania (32).

(32) Esimportante destacar el hecho de que con ello la norma guipuzcoana configura un acto
administrativo (la resolucién motivada sobre la forma en que las conclusiones aportadas en el proceso
de deliberacién participativa afectan a la decisién politica a adoptar) susceptible de recurso.
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3. Instrumentos para la participaciéon

Descendiendo al detalle respecto a los perfiles de los instrumentos para la
participacién, es posible llevar a cabo la siguiente distincién:

— Previsién de instrumentos «puntuales» para la participacién. Esta parece
haber sido la dindmica preferente de las primeras regulaciones legales
autondmicas: la valenciana y la canaria; hasta llegar la norma guipuz-
coana en 2010 que opta por un modelo diferente: la regulacién de un
proceso participativo integral. Se trata de instrumentos ensayados en
experiencias comparadas y en las propias normas autonémicas, como
los jurados ciudadanos, paneles ciudadanos, forums o debates publicos,
sondeos deliberativos, o iniciativas ciudadanas. Algunos de ellos, desde
luego, especialmente idéneos para la movilizacién ciudadana (como
en el caso de los jurados y paneles), pues la seleccidn aleatoria de los
sujetos implicados impide la intervencién de los «profesionales de la
participacion».

— Procesos participativos «integrales». Aunque la norma canaria lo anun-
ciaba, sin proceder a una regulacién especifica, fue sin lugar a dudas
la norma guipuzcoana la que lo introdujo, quizé por influencia regional
italiana (33). Estos procesos participativos integrales pueden tener lugar
a iniciativa de la ciudadania, del ente regional o de otro ente piblico
(por ejemplo el local), y su rasgo mds caracteristico proviene del hecho
de que supone la articulacién de un procedimiento acabado que parte
de la definicién de un marco de referencia (con antecedentes, agenda
y orientaciones para el proceso), continia con la previsién de lugares y
mecanismos (presencial y/o telemdtica) para la discusién y recogida de
aportaciones, y finaliza con la sistematizacién de propuestas, recepcién
por el ente implicado, y retorno a la ciudadania con el compromiso de
toma en consideracién y motivacién en caso de no ser recepcionadas.
Y todo ello con la evidente mediacién o coordinacién de las autoridades
que se dispongan (légicamente del propio gobierno regional como ocurre
en el caso guipuzcoano, donde la direccién se deposita en la Diputacién
General). Y en ocasiones, si asi se considera, con el trabajo previo de
un comité experto (en el caso guipuzcoano, un organismo incardinado
en la Diputacién Foral, aunque sin sometimiento jerdrquico a la mismay).
La idea es, como refleja la norma guipuzcoana, perfilar juridicamente
un «protocolo» que concrete la participacién ciudadana y suponga un
compromiso mds o menos real y factible (34).

(33) El Plan cataldn, por su parte, lo contemplaba, y Aragén lo llevé a la préctica.

(34) Por su parte, el modelo catalén desarrollado a partir del soft law (en concreto en el
Plan Interdepartamental citado), se inscribe en esta Gltima dindmica. Resulta interesante recordar,
al respecto, cémo la Ley 12/2007, de servicios sociales de Cataluiia definié ya en su art. 56 un
auténtico «proceso de participacién» del siguiente modo:
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La diversidad es caracteristica, pues, en los modelos de participacién ciu-
dadana desarrolladas en las diversas Comunidades Auténomas, aunque las
experiencias pueden dar lugar a interesantes sinergias a largo plazo, como podré
poner en evidencia la futura ley de participacién ciudadana aragonesa, pues
las Comunidades Auténomas tienden a mimetizar —y mejorar— sus respectivos
desarrollos competenciales.

En tal sentido, obsérvese cémo Catalufia opta por un modelo de «democra-
cia participativa» que separa los instrumentos bidireccionales (configurados a
través de este Plan Interdepartamental), de los unidireccionales, que son articu-
lados a través de una norma de rango legal. Ello no obstante, con una atencién
a los mecanismos unidireccionales que difiere sustancialmente del caso canario
y valenciano. En este sentido, se aprobé en su momento la Ley 4/2010, de 17
de marzo, de Catalufia, reguladora de las consultas populares por la via de
referéndum (35). Mecanismo que, a nuestro juicio, se inscribe en los instrumentos
de cardcter unidireccional, no pareciendo que exista la nota de bidireccionali-
dad, didlogo y rendicién de cuentas resefiadas con anterioridad, dado que en
dichas consultas no existiria «capacidad decisional» directa e inmediata, como
acontece en el caso del referéndum vinculante, Gnico instrumento, a nuestro
juicio y como ya anticipamos, de democracia directa (36). Se trata, en resumi-
das cuentas, de «opinar» (o incluso «confirmar» —y no pocas veces mds bien
«legitimar»—), decisiones adoptadas por los poderes piblicos, lo que no impide
que con una regulacién diversa se refuerce la nota bidireccional mds cercana
al propésito Gltimo de la democracia participativa. Ello seria asi si la norma
reguladora previera la obligacién para los poderes piblicos de elaborar algin

«Las administraciones competentes deben establecer procesos de participacién en la planifica-
cién, gestion y evaluacién de los servicios sociales. Se entiende por proceso de participacién, a los
efectos de la presente Ley, el que, de una forma integran, incluye las tres fases siguientes:

a) Fase de informacién, en la que se informa a los ciudadanos del proyecto en el que se
pretende pedir la participacion.

b) Fase de debate ciudadano, mediante el cual, utilizando las metodologias adecuadas, se
promueve el debate entre los ciudadanos y se recogen propuestas.

c) Fase de retorno, mediante el cual se traslada a los participantes el resultado del proceso
de participaciéns.

(35) La norma fue impugnada por el Presidente del Gobierno, en cuyo recurso se salva el
referéndum municipal pero no asi el autondmico por la coincidencia del sujeto de la consulta —el
cuerpo electoral— con el propio del referéndum previsto a nivel estatal. A raiz de ello, precisamente,
el Gobierno cataldn aprobaria (26 de diciembre de 2011) la elaboracién de un Proyecto de Ley
de consultas populares por via de no referéndum, que se limita a hacer uso del padrén en lugar del
censo electoral, salvando asi la posible inconstitucionalidad de la norma a la luz, asimismo, de la
jurisprudencia constitucional. Al respecto, la STC 103/2008, donde el Tribunal fija los elementos del
referéndum: cuerpo electoral, procedimiento electoral, y garantias judiciales concretas.

(36) Asi, en nuestra opinién, cuando un referéndum no es vinculante entonces sélo es mera
opinién unidireccional articulada en el seno de un proceso decisional cuya dltima palabra recae en
el poder piblico. No es ésta, por lo demds, la opinién del Tribunal, para quien la diferencia entre
vinculante y no vinculante es irrelevante respecto a su configuracién.
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tipo de memoria tras la consulta, en la que se contuvieran las razones que han
llevado a la estimacién o desestimacién, o en general a justificar la incidencia
de dicha consulta en la decisién finalmente adoptada.

Parece, pues, que la regulacién y puesta en préctica de la «democracia
participativa» lleva a que algunas Comunidades Auténomas mantengan un con-
cepto més amplio, aglutinando figuras de muy distinto signo y configuradas en
forma abierta y unidireccional —como ocurre en el caso valenciano y canario—.
Mientras otras, sin embargo, las regulan de modo diferenciado, con una mayor
atencién a la bidreccionalidad, y, en algunos casos, para entender la unidirec-
cionalidad de forma interesada, entrando en conflicto, en tal sentido, con la
figura del referéndum estatal (37).

4. La cuestion local

La elaboracién de un modelo autonémico de participacién ciudadana con-
lleva la atencién a un importante sujeto politico y administrativo: los entes locales.
De hecho, la capacidad de liderazgo de la Comunidad Auténoma en su articu-
lacién de un modelo de participacién lo mds cercano posible a la ciudadania
se observa en su influencia sobre los entes locales, como espacio privilegiado
para la realizacién mds efectiva de la participacién ciudadana. Ello, por otro
lado, no supone sin mds una vulneracién de la autonomia local, que no tiene
por qué verse afectada. No se trata, por ello mismo, de imponer la participacién
ciudadana sino de partir, por ejemplo, como observamos en la Ley italiana de
La Toscana, de la posibilidad de incentivar la firma de un Pacto con los entes
locales, que podrian asumir de este modo los principios y procesos previstos
en la ley regional.

Por tal motivo, no es infrecuente que se prevean convenios de colabora-
cién, que se asista desde el punto de vista técnico a los entfes locales, que se les
pueda llegar a otorgar iniciativa en el proceso participativo, como dispone la
norma guipuzcoana, incentivando y contribuyendo a la realidad de la democra-
cia participativa en el dmbito local, o que se busque la adhesién a un proceso
participativo del ente local para su puesta en marcha (como es posible observar
en el caso de la Ley de la Emilia-Romagnal) (38).

(37) Lo paraddjico de todo esto es que no es el tema de la consulta el que puede plantear
problemas de inconstitucionalidad, por lo que ninguna necesidad tiene este proyecto de acotar
dicho dmbito més allé de la referencia genérica a asuntos de interés para la Comunidad Auténoma
o una férmula parecida. Sobre las consultas populares a nivel autonémico vid, por todos, CASTELLA
ANDREU (2011).

(38) Las previsiones pueden extenderse, por ofro lado, a la configuracién de instituciones que
puedan centrarse en la participacién a nivel local. En tal sentido, el «Nucleo técnico de integracion
con las autonomias locales», en el caso de la ley italiana de la Emilia-Romagna, concebido como
érgano de coordinacién y guia para la participacién.
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En general, estas previsiones, cuando se han recogido, lo han hecho en
la propia normativa base (como ocurre en el caso del plan interdepartamental
cataldn). En los casos canario y valenciano, sin embargo, es resefiable la omisién
que realizan a este dmbito. Pero ello no ha impedido que, con carécter previo a
la aprobacién de la Ley valenciana, se elaborard la Carta de Buenas Prdcticas
en la Administracién Autondmica y Local, de 15 de enero de 2008. El documento
contiene 16 principios, y fue firmado entre la administracién autonémica y local
al objeto de favorecer la participacién ciudadana en la gestién piblica. Con él se
potencia el compromiso de acercar la administracién a la ciudadania, mediante
la promocién de la diversidad cultural y de una labor administrativa transparente,
receptiva, coherente, eficaz y sensibilizada con el medio ambiente. De ofro lado, el
texto supone la recepcién de las recomendaciones del Consejo de Europa (Agenda
de Budapest para la Buena Gobernanza Local y Regional), y la Declaracién de
Valencia adoptada en la XV Conferencia de Ministros Europeos responsables de
administraciones locales y regionales. Como expone la Carta, con las buenas
précticas acordadas en el texto se camina hacia una forma de gobierno conocida
como «Gobernanza, «caracterizada y definida por la idea de compartir la respon-
sabilidad entre los actores publicos y diferentes entidades o asociaciones que se
incorporan a la toma de decisiones de formas muy variadas, con el fin de definir
politicas y regular servicios de forma coordinada y compartida» (Principio n° 2).
De esta forma se pretende que la ciudadania asuma la idea de que las politicas
pUblicas estdn, efectivamente, dirigidas al interés piblico, incrementéndose de este
modo la confianza de aquélla en los gestores publicos.

Por su parte, el texto canario se muestra también excesivamente cauteloso
frente al dmbito local, pues cuando se detectan dmbitos en los que podrian
haberse implicado los entes locales, éstos son omitidos. Por ejemplo, al sefialarse
que corresponde a la Administracién piblica canaria la promocién de Cédigos
de Buen Gobierno.

Todo ello no empece para reconocer, sin embargo, que se trata de un
dmbito escasamente explorado en estas leyes de participacién ciudadana, pero
con notables potencialidades.

IV. A MODO DE CONCLUSION. LEYES AUTONOMICAS DE PARTICIPA-
CION CIUDADANA: UN VIAIJE SIN RETORNO

Del modelo democratico constitucional se ha destacado, en innumerables
ocasiones, la parquedad con que la Carta Magna abordé los instrumentos
democrdticos. El marco histérico en que aquella fue gestada permite explicar
que su objeto prioritario fuera la «representacién politica» —democracia repre-
sentativa— articulada a través del art. 23 CE y de otros concretos preceptos
(arts. 68-69, 151.1, 140), con un tratamiento mds acabado, y predominando la
democracia «gobernadas, en lugar de la democracia «gobernante» (en palabras
de Burdeau). Todo ello al margen de puntuales instrumentos de «participacién
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directa» (arts. 92, 149.1.32, 151.1, 152.2, 167.3, 168.3, y Disposicién Tran-
sitoria 4°.1 CE: diversas modalidades de referéndum y autorizacién de consultas
populares), el derecho de peticién (art. 29), la iniciativa legislativa popular (art.
87.3), y el régimen de concejo abierto (art. 140).

La «democracia participativa» (39), entendida en el modo en que lo hizo
el Profesor Pizzoruso, a saber, como participacién ciudadana, ya sea de forma
individual o colectiva, en asuntos que directa o indirectamente les afectan y
que, articuladas en un proceso, éste concluye con la decisién final adoptada
por el poder publico (40), permite observar que la capacidad «decisional» es
el elemento clave de distincion.

En un infento por precisar conceptos, por algin sector se ha intentado
deslindar la figura del referéndum (democracia directa por antonomasia), de
otras figuras que la mayor parte de los desarrollos autonémicos, y en particular
los modelos valenciano y canario, parecen querer englobar en la denominada
«democracia participativa»: foros, paneles, sondeos, espacios de debate, jura-
dos, efc. Y se ha hecho sefialdndose que mientras el referéndum es una llamada
«solemnizada» al cuerpo electoral a través de un procedimiento en el que se
garantiza el cumplimiento de una serie de requisitos legales semejantes al dere-
cho de sufragio, y que afecta al conjunto de la ciudadania, en la denominada
«consulta popular» —donde estarian todos los mecanismos citados—, no tendria
por qué darse esta Gltima circunstancia, tratdndose de conocer la «opinién» de
la ciudadania sobre cualquier aspecto de la vida piblica.

Desde ofro punto de vista, también podria decirse que en realidad la
consulta popular es «el género», mientras el referéndum seria «la especie» (41),
lo que significaria que la consulta popular y el referéndum, integran un mismo
modelo democrdtico, el directo, lo que implica configurar todos estos instru-
mentos desde la mera idea de «consulta» a la ciudadania. A nuestro juicio,
sin embargo, y aun siendo conscientes de que esto no encaja en la doctrina
del Tribunal Constitucional, sélo el referéndum vinculante supone otorgar esa
«capacidad decisional» definitiva a la ciudadania, articuléndose de este modo
como auténtica democracia directa, mientra el resto de consultas (entre las que
incluso englobariamos el referéndum no vinculante), son en realidad «democracia
participativa», pues la capacidad decisional Gltima recae en el poder piblico
y no en la ciudadania. Desde esta éptica parecen haberse construido en lineas
generales, las normas canaria y valenciana.

Més allé de que a nuestro juicio los planteamientos tedricos sobre la
democracia «participativa», completados con los posteriores argumentos

(39) Sobre la discusién y préctica en torno a la democracia participativa en Espafia, vid.
Rueio NUREez (2007, pp. 96 ss.).

(40)  Pizzoruso (1973, pp. 1473 ss.).
(41) Cfr. Avarez Conpe (2010, pp. 94-95).
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«deliberativos» (42), supongan un paso mds en el ideal democrdtico, trascen-
diendo la idea de mera consulta para llegar a una bidireccionalidad més com-
prometida y articulada, es lo cierfo que estos debates no parecen haber sido
explorados con profundidad por las leyes que han sido objeto central de comen-
tario en estas péginas. La unidireccionalidad —en un sentido u otro, desde la
ciudadania al ente pdblico o la inversa—, la articulacién de concretos derechos
—en algunos casos reiterativos de otras normas, y en otros de dificil plasmacién
practica como en el caso de la iniciativa reglamentaria—, la previsién de pun-
tuales instrumentos coyunturales para la participacién, el cardcter excesivamente
principialista en algunos pasajes de estas normas, o su timidez respecto al dmbito
local, parecen haber sido la ténica dominante en estos primeros modelos. Quizd,
en tal sentido, el hecho de haber sido normas pioneras haya supuesto sacrificar
un debate mds reflexivo y atento sobre el modelo de participacién ciudadana
a que se aspiraba asi como del excesivo voluntarismo que encerraban estas
leyes. Lo cierto, en cualquier caso, es que han abierto dicho debate, sirviendo
de impulso para una viaje de no retorno hacia una democracia participativa
més acabada y comprometida. Buena prueba de ello son los futuros desarrollos
normativos a que se aspira, por ejemplo, en el caso de Canarias (reglamento
de participacién y futura ley autonémica de transparencia).

Si el objetivo era superar la evidente desafeccién y apatia democrdtica
que existe, frascendiendo el momento de la «decisién» misma sobre las normas
y las politicas publicas con el oportuno fomento del «momento deliberativo»,
estas normas parecen haber contribuido a ello, si no siempre de un modo directo
o incluso acertado, si abriendo esta necesaria reflexién para colocarla en las
agendas politicas autonémicas. Y el contexto actual de crisis, mds alld de haber
apagado en general el debate, deberia servir para abrirlo mds o para retomarlo.
No resulta fécil, como se evidencia de la misma puesta en prdctica de las leyes
canaria y valenciana, pero su cardcter pionero no deberia caer en el olvido.
Otras Comunidades Auténomas son, por lo demds, testigo y ejemplo de ello.

El reto es seguir dando pasos, pues la democracia participativa no pretende
sélo el incremento del decisionismo ciudadano —para ello valdrian instrumentos
unidireccionales (iniciativas ciudadanas, dar audiencias, portales informativos,
por poner sélo algin ejemplo)—, sino el acercamiento de la ciudadania a sus
representantes a través de un proceso deliberativo que permita reducir esa dis-
tancia tantas veces denunciada entre aquellos.

Ya no es posible olvidar que la democracia participativa sirve de valioso
cauce «complementario» para el alcance de los propios fines de la democracia
representativa, pues ésta no supone —o no deberia suponer— un actuar inde-
pendiente de quien gobierna, sino md&s bien una representacién «dialégica» lo
mds cercana y sensible posible hacia los intereses de las personas representadas,
segun la concepcién tedrica de Pitkin sobre el mismo concepto de representa-

(42) BaNos (2006, pp. 35-58).
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cién (43). Y es que la realidad creciente —iniciada en los afios 60 del pasado
siglo— de la «democracia participativa», parece retomar el ideal de la «libertad
de los antiguos» —participacién activa y continua en el poder colectivo, en
palabras de Constant—, como sustrato para un mejor ejercicio de la «libertad de
los modernos» —disfrute apacible de la independencia privada, segin el clasico
autor citado, jugando la representacién politica al respecto un papel clave—. Ello
implica, en definitiva, desechar la idea de «oposicién» entre ambos modos de
ejercer la democracia por la ciudadania. Aun con los riesgos de que complejas
leyes como estas puedan convertirse en «leyes de politica de legislatura», no
dejan de ser leyes, y como tales nos recuerdan que la democracia participativa
es una apuesta del maximo representante de la soberania popular.
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